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Un repaso a la esencia de las garantías constitucionales…


Es de común acuerdo por la doctrina constitucional, que por lo general una Constitución está provista de derechos (que tienen la denominación de fundamentales) y garantías constitucionales. En ese sentido, lo que corresponde saber es qué son los derechos fundamentales, las garantías constitucionales y cuál es su relación con la creación y establecimiento de delitos en general, y del delito de traición a la patria en particular, dentro del texto constitucional. 


Los Derechos Fundamentales

Tal como enseña la literatura académica, no es infrecuente encontrar el uso indistinto de la expresión “derechos humanos” y “derechos fundamentales”; ello nos obliga a que precisemos la terminología a usar en este apartado y la razón de la misma.


Cuando aludimos a la denominación de “derechos fundamentales”, designamos los derechos establecidos y garantizados en nuestra Constitución, en cambio, la expresión “derechos humanos” hace referencia a los derechos establecidos y garantizados por normas internacionales. Las primeras tienen como fuente de producción normativa al constituyente, y las segundas, a los Estados y organismos internacionales. Aunque de igual manera, estas últimas en gran parte coinciden con los derechos establecidos en el texto constitucional o viceversa; en todo caso, la referida precisión de términos, resulta meramente formal y de rigor académico. 


Ahora bien, una vez puntualizado este aspecto, es menester expresar que, la idea de los derechos fundamentales parte de la siguiente premisa: “El respeto por el ser humano, por la persona humana, es la piedra angular de cualquier Estado civilizado”.
 

La importancia de estudiar los derechos fundamentales, radica en que estos son inherentes a la naturaleza humana, es decir, son inescindibles de la persona. ¿Qué significa inherentes? “Que son consubstanciales con el ser humano, porque no se concibe a éste desprovisto de ellos. Si se le priva de esos derechos, pierde su calidad de sujeto y queda reducido a la categoría de cosa”.

Cuando manifestamos que los derechos fundamentales son inherentes a la persona, lo hacemos en el entendido de que estas nacen con ellos, incluso desde la concepción ya poseen derechos y, por lo tanto, su esencia es encontrada en el derecho natural. La norma jurídica positiva no crea los derechos fundamentales, su labor está en reconocerlos, convertirlos en obligación jurídica y garantizarlos jurídicamente.


Precisamente al carácter natural de los derechos fundamentales, se le añade otros como la inmutabilidad, la imprescriptibilidad, universalidad, igualdad, indivisibilidad, etc. Son estas características las que le imprimen un sentido supraconstitucional a estos derechos. Por ello, los derechos fundamentales gozan de una existencia natural, dado que:


… Cuando se coloca el fundamento de los derechos individuales en la voluntad general en verdad se les da una base deleznable y sobre todo incierta, ya que nunca podrá saberse con exactitud cuál es el contenido de los derechos que reconocerá aquella mayoría, pues será circunstancial y variable según las necesidades y las pasiones de quienes la compongan. Nada más contrario a la tiranía ni nada más saludable para el pueblo que reconocer que el hombre tiene derechos inmanentes, provenientes de su propia naturaleza, los que por lo mismo no pueden ser abrogados por autoridad alguna humana. Es ésta la única doctrina que asegura de manera efectiva al individuo el goce pleno de una autentica libertad.

Con estos fundamentos, un primer esbozo para definir a los derechos fundamentales lo encontramos en Ferrajoli, quien dice que estos son… “todos aquellos derechos  subjetivos que corresponden universalmente a todos los seres humanos en cuanto dotados del status de persona, de ciudadanos o personas con capacidad de obrar; entendiendo por derecho subjetivo cualquier expectativa positiva (de prestaciones) o negativa (de no sufrir lesiones) adscrita a un sujeto por una norma jurídica; y por el status la condición de un sujeto, prevista asimismo por una norma jurídica positiva, como presupuesto de su idoneidad para ser titular de situaciones jurídicas y/o autor de los actos que son ejercicio de éstas”.

Por otra parte, se puede señalar que los derechos fundamentales son aquellos que se encuentran consagrados expresa o implícitamente en la Constitución como las facultades, potestades, o capacidades que tienen las personas para hacer o dejar de hacer algo inherente a su personalidad, pedir la atención y satisfacción de las necesidades o representar e impugnar las decisiones estatales que afecten sus intereses. 

Los derechos fundamentales
 tienen una doble naturaleza jurídica. De un lado, son derechos subjetivos, que constituyen una potestad o facultad subjetiva de la persona  frente al poder público para exigir el debido respeto y resguardo, así como las garantías procesales necesarias; por lo tanto generan obligaciones negativas para el Estado. De otro, son también principios objetivos del orden constitucional, toda vez que poseen una significación objetiva que se materializa en directrices constitucionales y mandatos a los poderes públicos; por lo tanto, generan obligaciones positivas para el Estado. Todo esto se ve resumido en un dual objetivo… “establecer los límites de la acción de los poderes del Estado para evitar abuso - proteger la integridad de la persona humana; y definir las áreas en que la intervención del Estado es prioritaria y obligatoria, con el fin de garantizar el desarrollo integral de los individuos y de los pueblos”.

Por lo expresado hasta ahora se colige que, el constitucionalismo contemporáneo acentúa en la voluntad política constituyente que establece preceptos que no sólo aseguran y garantizan la protección de los derechos fundamentales, sino también preceptos que obligan a los órganos del Estado y a los poderes públicos a promover los derechos fundamentales.

Así, es posible concluir que el deber de sometimiento de todos los poderes a la Constitución y por tanto a los derechos fundamentales, se deduce no sólo a la obligación del Estado y sus órganos de no lesionar la esfera individual o institucional de los derechos fundamentales, sino la obligación positiva de contribuir a la efectividad de tales derechos y de los valores que representan. Esto obliga especialmente al legislador, quien recibe de los derechos fundamentales “los impulsos y líneas directivas, obligación que adquiere especial relevancia allí donde un derecho o valor fundamental quedaría vacío de no establecerse los supuestos para su defensa”
   


En ese entendido, debe comprenderse a los derechos fundamentales desde la perspectiva de que: 

… no son sólo derechos que limitan el poder del Estado, sino que son derechos que deben impregnar cada uno y todos los aspectos de la vida jurídica de la sociedad en su conjunto, siendo el elemento más fundamental y básico de la concepción del Estado.

(…) Además, la denominación utilizada de derechos fundamentales o humanos explicita la prioridad axiológica y su esencialidad, respecto de la persona humana. Hay una sola fuente de la fundamentalidad de los derechos, su relación con la dignidad humana, ya que son expresión inmediata y positiva de la misma, constituyendo el núcleo básico irreductible e irrenunciable del status jurídico de la persona. Por otra parte, tal denominación denota el carácter fundamentador del orden jurídico y político de la convivencia en sociedad, constituyendo elementos básicos del ordenamiento jurídico. 

En tal sentido, el status jurídico constitucional de la persona es un status jurídico material de contenido  concreto, no disponible por la persona, los poderes públicos, los organismos nacionales e internacionales.
 

    Las garantías constitucionales
Bobbio traza de manera magistral, la superlativa importancia de garantizar los derechos fundamentales, expresando que la labor a realizar en este campo… “no es tanto la de saber cuáles y cuantos son estos derechos, cuál es su naturaleza y su fundamento, si son derechos naturales o históricos, absolutos o relativos, sino cuál es el modo más seguro para garantizarlos, para impedir que, a pesar de las declaraciones solemnes, sean continuamente violados”.

En ese sentido, si el sistema de derechos fundamentales no ofrece a sus titulares las posibilidades de obtener sus satisfacciones frente a los particulares o ante los órganos del poder público, no hay un verdadero derecho. En otras palabras, el ejercicio de los derechos fundamentales queda reducido a la sola proclamación formal, o sea, a la nada. Por esto, un derecho fundamental sólo es tal dentro de un ordenamiento jurídico si es resistente frente a otros poderes. 

Esta característica de resistencia del derecho, adquiere sentido a través de los diferentes institutos y mecanismos de protección de los derechos. Por ello, “el aseguramiento constitucional de los derechos debe ir acompañado de las respectivas garantías, vale decir, de los medios que aseguren la observancia efectiva de los derechos asegurados por la Carta fundamental. En otras palabras, un conjunto coherente de instrumentos de defensa de los derechos”.
 

La imperiosa necesidad de incorporar mecanismos expeditos que tengan por objeto la tutela y el resguardo de los derechos, lo explicaba con suma claridad Manuel José Cepeda, en ocasión al debate del “Proyecto de Constitución Colombiana”, entre otras cosas manifestaba:

… Cuando hablamos de derecho y de participación ciudadana, estamos hablando también de poder. Hay quienes sostienen que la principal razón para adoptar una Carta de Derechos es que no hay mejor manera de fortalecer los poderes del ciudadano frente al Estado. Las atribuciones estatales en la era moderna sean vuelto más grandes y penetran en todos los rincones de la vida cotidiana. Por consiguiente, los individuos de sienten desamparados a la buena merced de la buena voluntad y del justo criterio de las autoridades. Eso no es conveniente ni para la estabilidad de las instituciones ni para el desarrollo autónomo y digno de las personas. (…) Ha quedado claro que la separación de los poderes públicos no es garantía suficiente frente a los abusos. Tampoco lo es la enumeración detallada de las facultades de quien detenta autoridad. Lo que falta es atribuir poder a los ciudadanos y crear mecanismos para que estos lo ejerzan pacífica y ordenadamente de manera directa por vías institucionales en cualquier momento y lugar. Eso precisamente es lo que hace una Carta de Derechos y Deberes (…): trasladar poder al ciudadano común para que cuando sea tratado arbitrariamente, tenga una salida diferente a la agresión, la protesta incendiaria o la resignación sumisa y alienante.

Con todos estos antecedentes, es posible trazar ciertas definiciones con relación a las garantías constitucionales.

En tal cometido, Cabanellas, define a las garantías constitucionales como… “el conjunto de declaraciones, medios y recursos con los que los textos constitucionales aseguran a todos lo individuos o ciudadanos el disfrute de los derechos públicos y privados fundamentales que se le reconocen”.


Por otra parte, Hernández del Valle, expresa que… “las modernas legislaciones utilizan el término garantías constitucionales para referirse al conjunto de remedios procesales que tutelan y aseguran la vigencia de los derechos fundamentales de un ordenamiento jurídico, configurando lo que un jurista italiano denomina “La jurisdicción constitucional de la libertad”, en consideración a que el concepto de garantías constitucionales tiene un significado jurídico, técnico y preciso”.


Desde nuestra perspectiva, las garantías constitucionales son los institutos jurídico – constitucionales que tienen la finalidad de asegurar el ejercicio efectivo y goce pleno de los derechos fundamentales,  así como también proteger los derechos fundamentales contra las restricciones ilegales o indebidas, sea por parte del poder público y de sus instituciones o por los particulares.


En ese entendido, las garantías constitucionales deben ser comprendidas como aquellas tendientes a materializar y hacer efectivo el ejercicio y goce real de los derechos fundamentales. La importancia de esta institución constitucional, radica en el hecho de que si no se establecen mecanismos que sean capaces de limitar el poder del Estado (garantías normativas) y proteger los derechos cuando exista una amenaza, restricción o supresión de los mismos, por medio de un órgano jurisdiccional (garantías jurisdiccionales), los derechos quedarían reducidos a la mínima expresión y la persona ya no sería un ser humano sino una cosa. 


En tal sentido, las garantías constitucionales se las puede clasificar
 en dos tipos: las garantías normativas y las garantías jurisdiccionales.  


Las garantías constitucionales normativas, hacen referencia al principio de legalidad en sentido amplio, concentrando su significado en los derechos fundamentales, regulando su desarrollo y aplicación, como su reforma.
 En realidad, son dispositivos de carácter normativo que ha fijado el constituyente como primer mecanismo de protección de los derechos. Este tipo de garantías son de dos clases: las garantías  normativas que imponen al Estado y a los particulares obligaciones negativas para no invadir la esfera de autodeterminación personal, que se constituye en la base de los derechos civiles y políticos; y las garantías que imponen al Estado obligaciones positivas para adoptar políticas de orden legislativo, administrativo y jurisdiccional a objeto de crear las condiciones necesarias para la realización, el ejercicio efectivo y el goce pleno de los derechos económicos, sociales, culturales y derechos colectivos o de los pueblos. 


De otra parte, las garantías constitucionales jurisdiccionales, constituyen la piedra angular de la defensa de los derechos esenciales, puesto que cuando han fracasado las garantías normativas como medio de prevención y protección de estos derechos, indefectiblemente ingresan estas garantías o remedios jurisdiccionales con el objeto de reparar o tutelar los derechos ante las amenazas, restricciones o vulneraciones a los mismos.


La importancia de este tipo de garantías, ha sido puesta de relieve por el Prof. Fix -Zamudio, quien las ha denominado “derecho procesal de la libertad”, fundamentando que:


… los citados derechos requieren de un procedimiento en el cual impere la celeridad, la economía procesal; amplias facultades para el juzgador, incluyendo las de no suplir los errores y las deficiencias de los demandantes, así como en la aportación de elementos de convicción, un sistema flexible de medidas cautelares, y especialmente puesto que los anteriores elementos podemos encontrarlos con más o menos fuerza en el enjuiciamiento, que los efectos del fallo protector sean esencialmente preventivos y reparadores; es decir, se requiere un sistema protector, en el cual se evite la violación actual e inminente de los derechos fundamentales y, en todo caso, la restitución en el goce de tales derechos al afectado, ya que con exclusión de algunos de carácter patrimonial, aquellos de refieren a la libertad y dignidad del hombre no pueden sustituirse por equivalentes, y finalmente, medidas enérgicas y rápidas de ejecución del fallo judicial que otorgue la tutela.


Por lo tanto, las garantías jurisdiccionales son los mecanismos o remedios jurídicos que ofrece el ordenamiento constitucional e internacional, con el objeto de restituir o restablecer los derechos  fundamentales vulnerados, restringidos o suprimidos de manera ilegal o indebida, reparación que se realiza a través de los tribunales ordinarios, tribunal constitucional, defensor del pueblo o comisiones y tribunales internacionales.  



De todo lo afirmado, podemos inferir sin temor a equivocarnos, que la esencia de las garantías constitucionales reside en la misión de materialización, efectivización y protección de los derechos fundamentales. De ahí que, cualquier  contenido normativo que figure en el texto constitucional, en el capítulo relativo a las garantías constitucionales no puede ser considerado como una garantía, sino tiene por objeto la limitación del poder del Estado (garantía normativa) o la protección efectiva para el goce y ejercicio de los derechos mediante los remedios procesales de carácter jurídico (garantías jurisdiccionales).  

Derechos fundamentales, garantías constitucionales y el delito de traición a la patria
Una vez que hemos procedido a precisar lo que se entiende por derechos fundamentales y garantías constitucionales, más la clasificación de estas últimas; resulta de rigor ingresar a analizar si existe una relación de protección a los derechos fundamentales y garantías constitucionales con el establecimiento del delito de traición a la patria en el texto constitucional.

En ese sentido, la Nueva Constitución instituye las garantías constitucionales en su Título IV  bajo el nomen iuris de  Garantías Jurisdiccionales y Acciones de Defensa, prosiguiendo en el Capítulo Primero de referida norma, a instaurar y desarrollar las Garantías Jurisdiccionales.

En este punto, conviene realizar algunas precisiones de orden estricto, antes de adentrarnos al objeto principal de este apartado. Como hemos señalado en el acápite precedente relativo a las garantías constitucionales,  estas por lo general se clasifican en dos: las garantías normativas, que pueden ser garantías normativas positivas y garantías normativas negativas; y las garantías jurisdiccionales. 

En ese orden de cosas, al parecer, el constituyente boliviano incurrió en errores conceptuales y de denominación, dado que las garantías constitucionales las ha reducido a las jurisdiccionales, ello se infiere de la lectura del título y capítulo precitado. Además… “se consigna disposiciones constitucionales que consagran garantías normativas para garantizar el goce pleno de los derechos del ámbito de autodeterminación de la persona, es decir los derechos individuales, imponiendo obligaciones negativas; omitiendo imponer obligaciones positivas para garantizar el pleno goce y ejercicio de los derechos económicos, sociales y culturales, así como lo derechos colectivos de los pueblos”.

Sumado a ello, las garantías jurisdiccionales, que son los medios jurídicos expeditos para la protección efectiva y el goce pleno de los derechos fundamentales ante las amenazas o restricciones ilegales o indebidas por parte del Estado, terceros o particulares, han sido confundidas con el nombre de Acciones de Defensa; toda vez que la doctrina constitucional enseña que son garantías jurisdiccionales, el amparo constitucional, habeas corpus, habeas data, etc. De esto se concluye que, las garantías constitucionales normativas, son denominadas por la Constitución garantías jurisdiccionales y las garantías jurisdiccionales son llamadas acciones de defensa. Esto demuestra el tremendo error y el poco conocimiento que tuvieron respecto a este instituto jurídico-constitucional quienes se encargaron de la elaboración de la Constitución. 

Con estas puntualizaciones de carácter general en cuanto a la denominación de las garantías constitucionales, es ineludible ingresar a analizar la temática planteada en líneas anteriores. 

En efecto, la Nueva Constitución Política del Estado en el artículo 124 tipifica el delito de traición a la patria, bajo los siguientes términos: 

Artículo 124. I. Comete delito de traición a la patria la boliviana o el boliviano que  incurra en los siguientes hechos: 

1. Que tome armas contra su país, se ponga al servicio de estados extranjeros participantes, o entre en complicidad con el enemigo, en caso de guerra internacional contra Bolivia. 

2. Que viole el régimen constitucional de recursos naturales. 

3. Que atente contra la unidad del país. 

II. Este delito merecerá la máxima sanción penal. 

Ahora bien, es menester dejar sentado, que este tipo de delito se encuentra incorporado en Título IV relativo a las Garantías Jurisdiccionales y Acciones de defensa, en particular, corresponde al Capítulo Primero de referido título, denominado Garantías Jurisdiccionales.

En ese sentido, lo que corresponde aquí desarrollar y saber es: ¿Si el delito el delito de traición a la patria constituye una garantía constitucional en estricto sentido? y si lo es, ¿Qué garantiza?.

Para responder a nuestras preguntas, debemos partir de las definiciones de derechos fundamentales y garantías constitucionales que han sido expresadas en el desarrollo de los epígrafes correspondientes. 

En primera instancia, manifestamos, que los derechos fundamentales son aquellos que se encuentran consagrados expresa o implícitamente en la Constitución como las facultades, potestades, o capacidades que tienen las personas para hacer o dejar de hacer algo inherente a su personalidad, pedir la atención y satisfacción de las necesidades  o representar e impugnar las decisiones estatales que afecten sus intereses. 

Por otra parte, también señalamos que tales derechos son inherentes al ser humano, y que no basta su sola proclamación formal, que es necesario dotar a estos derechos de mecanismos y remedios procesales con el objeto de tutelar y asegurar el ejercicio y goce pleno de los derechos fundamentales, así como también, proteger los mismos de las restricciones indebidas o ilegales por parte del poder público o particulares. 

Por todo lo vertido hasta este momento, podemos colegir, que los rasgos que caracterizan a las garantías constitucionales son:

· Disposiciones normativas que generalmente figuran en un texto constitucional.

· Tienen por objeto el aseguramiento del ejercicio, goce y vigencia plena de los derechos fundamentales.

· Son mecanismos o remedios procesales de carácter jurídico, de protección y en su caso de reparación de los derechos fundamentales.

·  Buscan que los derechos fundamentales no queden en la sola enunciación formal, sino que se materialicen.

Como se habrá podido observar, la extracción de los rasgos esenciales que configuran a las garantías constitucionales son de suma importancia para abordar y resolver esta problemática, dado que se constituyen en una especie de filtros y obligan a someter a este delito a los presupuestos ya citados, para poder determinar si es o no una garantía constitucional.

En primer lugar, conviene manifestar que la creación de un delito, debe responder a una necesidad social de protección de determinados bienes jurídicos con relevancia constitucional. Por lo que solo la dañosidad social ha de justificar en último término la intervención del derecho penal. Intervención que está sujeta y obligada a respetar los principios constitucionales descritos anteriormente. Consecuentemente, una vez establecido el delito mediante una tipificación penal y siguiendo estrictamente los principios penales, se procede a señalar una determinada sanción, que en el lenguaje penal es conocida como pena. La misma que debe guardar proporcionalidad entre el bien jurídico tutelado y el daño cometido, no pudiendo exceder de los límites y convertirse en inhumanas, abusivas, desproporcionadas y degradantes.

En ese sentido, toda tipificación y establecimiento de un delito conlleva una pena o medida de seguridad; la aplicación de cualquier sanción penal de esta naturaleza, implica un menoscabo en alguno de mis bienes, fundamentalmente en el derecho a la libertad. Éste, es un derecho humano y constitucional que se encuentra reconocido y protegido por la Constitución y los tratados y convenios internacionales a través de garantías nacionales e internacionales de carácter normativo y jurisdiccional. 

Sobre este análisis, es menester tomar en cuenta que, la tipificación del delito de traición a la patria en el texto constitucional se configura sobre la base de elementos genéricos e indeterminados,
 donde se establece además de otras cosas, la máxima sanción penal, incorporándose supuestos de hecho, que en la mayor parte de las legislaciones penales del mundo no constituyen este tipo de delitos.
 

De otro lado, si la esencia de las garantías constitucionales radica en que estas son normas que, en primera instancia limitan el poder del Estado, y se instituyen a través de mecanismos o institutos jurídico-constitucionales para tutelar, proteger y hacer efectivo el goce y ejercicio pleno de los derechos fundamentales, resulta incompatible con las garantías, el que se tipifique el delito de traición a la patria bajo caracteres indeterminados y con una maximización penal; puesto que por una parte, no se estaría protegiendo ni garantizando a la persona el ejercicio de sus derechos, y por otra, se le estaría limitando los mismos con el establecimiento de elementos indeterminados y también, con el acuñamiento de una pena desproporcional al bien jurídico tutelado.  

Estos fundamentos, no se consumen ahí. Obsérvese, que el delito de traición a la patria no resulta un contenido normativo que limite el poder del Estado, es más, el carácter genérico en el que está constituido le imprime una fuerte carga autoritaria y discrecional, o sea, en estricto sentido no constituye una garantía constitucional de carácter normativo; de otro lado, tampoco es un medio o mecanismo capaz de tutelar, proteger o en caso de existir una restricción a los derechos fundamentales, reparar éste, es decir, no es una garantía jurisdiccional. Si no es una garantía normativa, ni jurisdiccional, entonces no es una garantía constitucional, porque su contenido sobre el cual se sustenta diverge absolutamente de la naturaleza jurídica de las garantías constitucionales.

 De ser escéptico con este planteamiento, y seguir insistiendo que el delito de traición a la patria tipificado en el texto constitucional, es un garantía constitucional que protege a los derechos fundamentales de las personas; con el argumento de que al ser este uno de los delitos más gravosos y peligrosos para las mismas y fundamentalmente para el Estado, resultaba imperioso y de suma urgencia que el constituyente boliviano establezca el contenido del delito y lo haga instituyéndolo mediante una tipificación penal, es decir, mediante un tipo penal incrustado en la Constitución. 

Para estos escépticos, el argumento citado puede resultar cabal y para otros incluso convincente, sin embargo, resulta obligatorio refutar a los mismos. Porque si esa fue la intención del constituyente, en primer lugar, debió respetar los cánones de racionalidad, esto es, construir un concepto de la significación propia del delito de traición a la patria, o en el mejor de los casos, dejar incólume el contenido normativo sobre este particular que proclamaba la Constitución de 1967 en su artículo 17, vale decir que: “se entiende por traición la complicidad del enemigo durante el estado de guerra extranjera”. En ese entendido, el constituyente boliviano no debió cambiar el sentido ni introducir supuestos de hecho y elementos indeterminados distintos a los que tradicionalmente conoce la doctrina penal en lo inherente al delito de traición a la patria, dado que desnaturalizó por completo la esencia del delito y las garantías constitucionales. En suma, no se debió establecer en el delito de traición, el precepto ni la sanción, si esa fue la verdadera intención, - como lo advertimos antes-, bastaba con un concepto.

Por otra parte, y como se manifestó precedentemente, resultaba impertinente  instituir como delito de traición a la patria el violar el régimen constitucional de recursos naturales y el atentar contra la unidad del país, porque al margen de no ser esta la esencia o el objeto de tutela del delito, otorgan una fuerte carga de discrecionalidad al ostentador del poder político. 

Estos fundamentos, hacen que el contenido normativo del artículo 124 no pueda ser considerado como una garantía constitucional, porque además no constituye parte de la materia constitucional, y no limita, protege o repara absolutamente ningún derecho, como ya se tiene explicado. 

No obstante a ello, de seguir insistiendo que la tipificación del delito de traición a la patria es una garantía constitucional, pero del Estado, es ineludible expresar que en un Estado Constitucional de Derecho, la soberanía reside en el pueblo, la misma que es inalienable e imprescriptible, y todas las autoridades y órganos de poder emanan de ella. Por consiguiente, se trata de un Estado sometido al derecho, derecho que está por encima del poder; de un gobierno subordinado a los valores, principios, derechos y garantías constitucionales. Por ello, la intervención del Estado no es absoluta, sino limitada. Y la mayor parte de los límites se encuentran en una barrera infranqueable que se llaman: derechos fundamentales.

Estos fundamentos, encuentran plena concordancia con lo señalado en el artículo 9 num. 4, que dispone como fin y función esencial del Estado: Garantizar el cumplimiento de los principios, valores, derechos y deberes reconocidos y consagrados en esta Constitución; además, el artículo 13 de referida norma, con meridiana claridad señala: Los derechos reconocidos por esta Constitución son inviolables, universales, interdependientes, individuales y progresivos. El Estado tiene el deber de promoverlos, protegerlos y respetarlos. En esa directriz protectora, el contenido del artículo 22 es taxativo, así expresa que: La dignidad y la libertad de las personas son inviolables. Respetarlas y protegerlas es deber primordial del Estado. 
 En esa línea, un Estado Democrático, respetuoso de las libertades y de la dignidad de las personas se encuentra al servicio del ciudadano, y le ha de dotar una serie de medios para que éste se proteja de los intempestivos abusos que puede ocasionar o cometer el Estado o sus instituciones. Por ello, la finalidad de las garantías es proteger los derechos de las personas y no así del Estado. ¿Porqué? Porque se entiende que al tener éste el poder político y represivo al menos circunstancialmente, los ciudadanos se encuentran en una situación de vulnerabilidad y desventaja. Por ello es necesario dotar de medios o mecanismos capaces de limitar el poder del Estado y frenar en lo posible los intentos de arbitrariedad del mismo. 

Por tanto, un Estado que invierte los roles, esto es, que el ciudadano pasa a estar al servicio, dependencia y sumisión de éste, no es un Estado Constitucional de Derecho, a mutado y se ha convertido en un Estado o autoritario o totalitario. 

Por todos los fundamentos señalados, resulta de rigor expresar, que la tipificación del delito de traición a la patria en la Nueva Constitución no constituye una garantía constitucional, puesto que como se lo ha venido repitiendo denodadamente, no garantiza nada. Es más, por la forma y los caracteres sobre los que está construido, pone en riesgo el ejercicio pleno de los derechos civiles y políticos, consagrados paradójicamente en el mismo texto constitucional. 
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